NORMAS DE EJECUCIÓN 

Artículo 7º- Para ejecutar, controlar y evaluar lo dispuesto en los artículos anteriores, se establecen las siguientes disposiciones:

1. Autorizase a los Poderes de la República, a las instituciones adscritas a éstos, al Tribunal Supremo de Elecciones, y a las dependencias administradoras de los regímenes de pensiones, para que, con cargo a las partidas existentes, paguen las revaloraciones salariales del primero y segundo semestres del año 2006; asimismo, se les autoriza para que modifiquen las relaciones de puestos respectivas, de conformidad con las resoluciones que se acuerden por incremento en el costo de la vida, y las revaloraciones resueltas por los órganos competentes según ley. 

2. Autorizase al Poder Ejecutivo para que mediante Resolución Administrativa, autorizada por el máximo Jerarca Institucional del órgano del Gobierno de la República que se trate y aprobada por el Ministerio de Hacienda, varíe los requerimientos humanos de cada título presupuestario contenido en la Ley, con el fin de efectuar las modificaciones provenientes de las reasignaciones, reclasificaciones, asignaciones, revaloraciones parciales y los estudios integrales de puestos dictados por los órganos competentes, en el entendido de que éstas no alterarán el total de los puestos consignados en la Ley de Presupuesto, ni el monto total asignado al programa o subprograma afectado. 

El máximo Jerarca Institucional del órgano del Gobierno de la República que se trate, deberá comunicar a los funcionarios incluidos en dicha resolución, sobre las modificaciones sufridas con respecto al puesto que ocupa. 

3. Los sueldos del personal pagado por medio de la subpartida de servicios especiales de la Defensoría de los Habitantes de la República, el Poder Judicial y el Tribunal Supremo de Elecciones y la Contraloría General de la República, no podrán ser superiores a los contenidos en el índice salarial vigente de cargos fijos de cada una de estas instituciones, para puestos con funciones similares. 

4. Mediante los recursos incorporados en la subpartida 1.04 Servicios de Gestión y Apoyo, no se contratarán los servicios de ningún funcionario público, aunque hubiese sacado un permiso sin goce de salario en la institución donde labore. 

5. Los recursos incorporados en la subpartida 1.07.01 Actividades de Capacitación, solo podrán utilizarse para programas aprobados por el respectivo Departamento de Recursos Humanos, siempre y cuando estén relacionados con el quehacer institucional. 

6. Autorízase al Poder Ejecutivo para revalidar automáticamente, según el criterio técnico de la Dirección General de Presupuesto Nacional y en consulta con las unidades ejecutoras de los respectivos programas, los saldos disponibles y compromisos pendientes de los recursos provenientes de las donaciones incluidas en el Presupuesto Nacional que, al 31 de diciembre de 2005 hayan quedado en esas condiciones. 

Artículo 9º- El Poder Judicial constituirá, para su funcionamiento, un Fondo Rotatorio, con el objeto de facilitar la adquisición de bienes y servicios que por sus características sean indispensables, urgentes o que por su cuantía no convenga recurrir a otros procedimientos de contratación, hasta por el monto que se establezca de conformidad con la Ley de Contratación Administrativa, Nº7494, de 2 de mayo de 1995, para las compras directas; así como para atender el pago de salarios del personal judicial interino o en propiedad cuando no haya sido factible tramitar el pago oportuno por medio del sistema ordinario de pago de salarios del Poder Judicial. El monto autorizado será de cincuenta millones de colones (¢50.000.000.00) y podrá incrementarse hasta ciento cincuenta millones de colones (¢150.000.000.00). 

Cualquier modificación del reglamento del fondo rotatorio, incluso la creación de subfondos rotatorios y la definición del monto de operación, corresponderá a la Corte Plena. Este fondo se manejará en una cuenta corriente en un banco del Estado, contra la cual sólo podrán girarse cheques u órdenes de pago con las firmas de los funcionarios que la Corte Plena determine, mediante reglamento. 

Corresponde a la Auditoría Judicial llevar el control del fondo. 

